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expresado, 'la Sentencia de interés de ley de la Sala Cuarta
del Tribunal Supremo de 2 de junio de 1990.

8. Por providencia de 7 de julio de 1993, se señaló
para deliberación y votación de la presente Sentencia en
día 12 del mismo mes y año.

11. Fundamentos jurídicos

1. Como se ha expuesto en los antecedentes, la
demanda considera contrario al arto 14 C.E. la aplicación
del requisito de tener 45 años en el momento del hech~
cau'sante para tener derecho a las prestaciones económi­
cas reclamadas, en cuanto no los reconoce derecho algu­
no por el simple hecho de no haber cumplido dicha edad.

En el caso del recurso se trata de la reclamación for­
mulada por un trabajador autónomo (fontanero por cuenta
propia). Pues bien, aparte de los precedentes que se citan
por el Ministerio Fiscal, en concreto el ATC 341/1989,
que inadmitió un recurso similar al presente, este Tribunal
ya se ha pronunciado de modo claro al respecto en la
reciente STC 184/1993. referida a un recurrente integra­
do en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos
-.....como vendedor repartidor por cuenta propia- que tam­
bién había solicitado -sin obtenerlo en la instancia judi­
cial- la inclusión en el Régimen General por considerar
discriminatorio el requisito de la edad de 45 años.

Dado que las circunstancias, como ya se ha indicado,
son iguales en ambos supuestos. es evidente que la solu-.
ción ha de ser la misma. aplicando la doctrina de la Sen­
tencia dictada.

2. Dicha Sentencia. después de exponer las posibi-.
I ciones jurídicas de los interesados. así como de los argu­

mentos en pro y en contra de las distintas soluciones res­
pecto de la situación del trabajador autónomo. concluye
dando su razón decisiva en el sentido de que «con todo•.
la presencia de una misma situación de' necesidad deri­
vada de una contingencia invalidante no basta para esti­
¡mar lesionado el principio de igualdad. Ciertamente, el
aít.41 de.la C.E, convierte ala S~guridadSocialen una

: ,función estatal en la que pasa a ocupar una posición deci­
~siva el remedio de, sitl,laciones de necesidad. pero tales
tsituaciones han de ser apreCiadas y determinadas tenierr
:: do en cuenta el contexto general en que se producen y

en conexión ,con las, circunstancias económicas, las dis­
Yponibilidades del momento y las necesidades de los diver­
" sos grupos sociales. No puede excluirse por ello que el
Jegislador. apreciando la importancia relativa de las situa­
'~ciones de necesidad a satisfacer. regule. en atención a las

'; circunstancias indicadas, el nivel y condiciones de las pres­
;;:tacionesa efectuar o,las modifique para adaptarlas a las
:¡tnecesidades del momento (STC 65/1987). Los' arts. 41 y
~50 de la C.E. no constriñen al establecimiento de un único
':sistema, prestacional fundado en principios idénticos. ni a
'Ia regulación de unos mismos requisitos o la previsión de
iguales circunstancias determinantes del nacimiento del

.derecho (STC 115/1987). La identidad en el nivel de pro-
. tección de todos los. ciudadanos podrá constituir algo
:deseable.desde el punto de vista social. pero cuando las
:!p'~estaciones derivan de distintos sistemas o regímenes.
ltáda uno con su propia normativa, no constituye un impa­
tt'ativojurídico(SSTC 103/1984y27/1988).. ','; ,
,~~>EI cumplimiento de una determin'adaedad ha sido uno
',dé,losrequisitos.tradicionales para. el acceso a laspres­
'¡tapiQ;,as de,la: Seguridad Social. De.hechoJnicialmente la
;~exigéilciádehaber',cumplido.45 añ.os para disfrutar. pres­
:,:~ioli~seconólTlicasdeincapacidad peJlTlanentetotatera.
;¡c()mún al Régimen General.y al Rég'lTIen~Especial de Tra­
th~~jatl()re~.pol!p~enta Propia.o,~utQri~l1io~;au~'poster¡or­
!plente,el condiCIonante se supnm~par.a,eIRéglmen Gene­
.~~1(arL;l;1,~deJa Ley;24/1,9,72,de 2J'dejunib)n'ogenéra'
~Ir.t;másluna:discritninación~¿onstitucionalmente,.p-rohibi-
:.:\.. ~,.,~ :.' '. ", -~. .-~- -.. <", . ~.,. '. '... ~ ',' .' .' - .~. - '. •

'.~."" '

·<:,.f·<,:>,~,:j! ';'"

da. Aunque existe una tendencia a la equiparación de los
distintos Regímenes que integran el, sistema de la Segu­
ridad Social, corresponde a los poderes legislativo y eje­
cutivo llevar a cabo la culminación de este proceso (aquí
materializada a través de la Disposición Adicional Decimo­
tercera del Real Decreto 9/1991, de 11 de enero), en el
que el Tribunal Constitucional no debe interferir con deci­
siones singularizadas susceptibles de alterar el equilibrio
económico financiero del conjunto del sistema, salvo que
la diferencia de tratamiento controvertida esté desprovista
de toda justificación objetiva y razonable)).

En consecuencia prQcede, en aplicación de la doctrina
anterior al presente caso, la desestimación del recurso.

•
FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu­
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Desestimar el presente recurso de amparo interpuesto
por don Luis Malagarriga Vila. .

Publíquese esta' Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado)).

Dadé!' en Madrid, a doce de ju1iq, de mil novecientos
noventa y tres.-Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer.
Fernando García-Mon y González-Regueral. Carlos de la
Vega Benayas, Vicente Gimeno Sendra. Rafael de Mendi­
zábal Allende, Pedro Cruz Villalón.-Firmado y rubricado.

Sala Segunda. Sentencia 232/1993. de 12
de ju lio de 1993. Recurso de ampa­
ro 1.960/1990. Contra Sentencia de. la Sala
Primera del Tribunal Supremo confirmando en
casación la dictada por la Audiencia Territorial
de Madrid, en autos sobre protección al honor.
a la intimidad y a la propia imagen. Supuesta
vulneración de las libertades de expresión y a
comunicar información: ponderación judicial
de la colisión entre aquéllas yel derecho al
honor. . " ,

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. com­
puesta por don Luis López Guerra. Presidente; don Eugenio
Díaz Eimil~ don Alvaro Rodríguez Bereijo. don José Gabal­
dón López, don Julio Diego González Campos y don Caries
Viver Pi-Sunyer. Magistrados ha pronunciado

EN NOMBRE DEL 'REY

la siguiente.

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 1.960/90, promovi­
do por don Juan Tomás de Salé!s Castellano, representado
por la Procuradora de los Tribunales doña Maria Teresa
Uc~da. Blasco ya,si,stido del Letrado.don Gregorio Arroyo
Hernansanz. contra la SenteO!::ia. de la Sala Primera del Tri­
bunal Supremo. de4 dejunio,qe.19~0; porla que se dacia-

,rano haber~lugaral.recurso de casación riúm~ 1,ª95l88
"prorhovidoc::ontra Ié!dictada porJaSalaSegundadelo CJvil '. <

.de.la AudieociaTerritQriatpe.Madrid/.def~cll~;;15d~~- ,

.zo~parcialmente estim~tP~ia:del.r.ecu!so>d,e:apelación(r:t>- .
illo, númer.o:129/86) prómovid9: contr~'aSentenciéÍ.di,e-· .
'. tadá el 9 deel,lero del!;}86 pór~et:Jqzg:é!do.·áe.primera ,
¡lnstancia:,~núrh.,9;'.de,:esá?-:Cé!pitéÍl:'.érii~ro$Uiu~~:::pe:':~Ia '
3.[eY.:~2/1978:"rlúm; 96.31~fk$0b.r~pr9~eqqióh:,del.,~ere- .

-' ''\.' ... .,-'"~... -.' - " -~ •• '.' '- ... <.,.•.. _ ..... ',,', ...... ;:j_...
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cho al honor, a la intimidad y a la propia imagen. Han sido
parte el Ministerio Fiscal '{don Diego Martinez Herrera,
representado por el Procurador don Víctor Requejo Calvo
y asistido del Letrado don Francisco Valero Moreno. Ha
sido Ponente el Magistrado don Alvaro Rodríguez Bereijo.
quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito presentado en el Juzgado de Guardia
el26 de julio de 199Q,y registrado en este Tribunal el día
27 siguiente, doña María Teresa Uceda Blasco. Procura~

dora de los Tribunales y de don Juan Tomás de Salas Cas­
tellano. interpone recurso de amparo contra la Sentencia
de la Sala Primera del Tribunal Supremo de 4 de junio de
1990, por la que se declara no haber lugar al recurso de
casación núm. 1.395/88 promovido contra la dictada por
la Sala Segunda de lo Civil de la Audiencia Territorial de
'Madrid, de fecha 15 de marzo, parcialmente estimatoria
del recurso de apelación (rollo núm. 129/86) promovido
contra la Sentencia dictada el 9 de enero de 1986 por el
Juzgado de Primera Instancia núm. 9 de esa Capital en los
autos de la Ley 62/1978 núm. 963/85. sobre protección
del derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen.

2: Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son, sucintamente,expuestos, los que siguen: '

a) En el núm. 704 (27 de mayo-3 de junio de 1985)
de,la revista ((Cambio 16)),de la que era entonces Director
al hoy recUrrente, se publicó bajo el título ((El prepucio
del Marqués», y dando cuenta de la presentación del libro
«Las malas compañías», dél que son coautores don Joa­
quín Giménez, Arnau y don Mauricio López-Roberts. lo
siguiente: '

:,' ((Entre'otras consideraciones (el Sr. Giménez Arnau)
contó algo que está en el sumario, pero que no ha sido
aireado convenientemente: que .el administrador de los
Urquijo, don Diego Martínez Herrera -llamado a declarar
de nuevo recientemente-. tenía la obligación de lavarle
todos los días el prepucio al señor Marqués, que sufría en
ta'n delicadQ sitio deun herpes pertinaz y molesto. Detalle
'que los Jueces deberán tener en cuenta ala hora de buscar
móviles' para el brutal asesinato.))
" ":b), Don Diego Martínez Herferairiterpuso demanda
de prqtección de los de'rechos al honor, a la intimidad y

',ála propia imagencootradoo Juan Tomás de Salas, don
Joaquín Giménez Arnau y don Mauricio López-Roberts, así
como contra, «Editorial Planeta, Sociedad Anónima)), edi­
t<ira deL mencionado libro. La demanda fue tramitada por
él Juzgado de, Primera, Instancia núm,9 de Madrid y dio
lugar a los autos de, la Ley 62/1978 núm. 963/85, dic­
tándose Sentencia estimatoria de 9 de enero de 1986 en
.la que se declara que «en la publicación aparecida en la
página 9 de la Revista "Cambio, 16", núm. 704, (...), en la
que se informa sobre lo relatado por el Sr. Giménez Arnau,
y en el libro (...) del' que son coautores los demandados
don Jimmy Giménez Arnau y don Mauricio López-Roberts

l
Melgar, concretamente Eln las'páginas 27; 28y 170 del

li~l)1enciOn,ado li"bro,' se ha. pro,'d,', ~c,i~,o in"t,romisión. il~gítima
i ,en los derechos al honor; ala mtn:mdadya lapropia Imagen

. ,':(:I_~ ,don:Diego Martínez H~rrerél,(condenándose) a todos
~t9st:)daina~qado:;'áqu~-d.e~~ruYé3nlo~Clichés y las plan­

, }:"a~,~e·tales 'pu,b.lica~¡cll1e~;: r~la10s '¡fotografías; y(arde-
, :,nán,dose) (;:.) retirar'de laventaV deJ'.é::Qmercibel libr() refe­
:.'1.~9(:;'~)..b~~ q~~ se,!,aYéll1",~~cll,o·<:Iésa.j:jare~er dichos tex­
:,Ws'Y~!p19.9.~~f(a~JS»t:ro~<?,~h)~<~sm,a~~~dosfu.ero,:, ade.-,
;:r;nas." ,~Q~~.em~q<?s;;~1' 'pag<?:~~t~~,'~!~~r~~~,Ii1d.emnlzaclone~,
~elev~ndos,~¡fÚ.!1'm"(6nde,Jjeselasla ,Impuesta a'don 'Juan
~órrias'dejSál'as<Castéllál1oJl~;8'-t:,;j:"" 5-';5'· {/~, ,'; "'fl ;>';,7

~~JWEfJt1Zgá:dÓijnt~ndi(j:qi.Ié.~nftQst~xfó$,efljui!?iadoS'~él
libr9 y -de la:tevist~c(S~'é,on\1¡)~eñ~¡'evelacionés'qüe"con

independencia de su certeza o falsedad, se refieren a
hechos de la vida privada del demandante que atentan
contra su buen nombre y reputación (... ), y se han relatado
detalles. que se afirman de la vida íntima de una persona,
con la finalidad (...) (de) hacer más sugestivo el propio libro
para el interés de algunos futuros lectores y compradores.
todo lo cual tiñe de mercantilismo lo que los demandados
pretenden que es un simple afán de informar verazmen­
te (...))) (Cdo. séptimo).

c) Interpuesto recurso de apelación (rollo
núm. 129/86) ante la Audiencia Territorial de Madrid, la
Sala Segunda de lo Civil de ese Tribunal dictó Sentencia,
de 15 de marzo de 1988: en la que, salvo en lo relativo
a la cuantía de la indemnÍ'Zación impuesta al recurrente
(que se rebaja a 200.000 pesetas). se confirma la de ins­
tancia.

d) El demandante de amparo interpuso recurso de
casación (núm. 1.395/88) ante el Tribunal Supremo, cuya
Sala Primera dictó Sentencia desestimatoria de 4 de junio
de 1990. En ella se afirma que ((lo recogido en la revista
"Cambio 16", aunque sea veraz en cuanto dicho por el pre­
sentador del libro, carece de interés general y transcen­
dencia pública, no afecta al pluralismo político ni contri­
buye a la formación de criterios o ideas de interés general,
social o económico que puedan primar sobre el interés a
la dignidad e intimidad personal y, consiguientemente, vul­
nera el arto 7 (de la Ley 1/1982) sin que pueda justificar
la intromisión el simple alegato de que se trata de un repor~

taje neutro, en el sentido de que nada añade a lo dicho
por el presentador del libro, dado que el núm. 7 del mismo
artículo atribuye entidad jurídica propia a la ((divulgación
de expresiones o hechos concernientes a una persona
cuando la difame o la haga desmerecer en la considera­
ción ajena)) y, lógicamente, cual señala el núm. 3, también
cuando afecte la divulgación a su vida privada, pues se
coopera a ampliar las consecuencias con esa difusión
generalizada, ~arente de finalidad que el Derecho deba
proteger, con independencia de que la condena al respon­
sable de la ,divulgación debiera 'ser también solidaria con
la del culpable o autor del hecho divulgado en la presen­
tación del libro, hecho independiente pero conexo con el
contenido deés~e,porno ser objeto del recurso (...»)) (fun-
damento jurídico 5.°). . '

3; Se interpone recurso de amparo contra las Sen':
tencias de la Sala Segunda de la Audiencia Territorial de
Madrid (rollo núm. 129/86) V de la Sala Primera del Tri­
bunal Súpremo' (recurso de casación núm. 1.395/88),
interesando la declaración por parte de este Tribunal, de
que las Sentencias impugnadas han vulnerado el conte­
nido constitucionalmente declarado de los derechos fun­
damentales reconocidos en los apartados a) y d) del
art. 20.1 e.E. Se solicita igualmente la suspensión de la
ejecución de la Sentencia de la Audiencia Territorial de
Madrid. ,.

Se sostiene en la demanda que las 'Sentencias objeto
del recurso han incurrido en infracción del arto 20.1 a) y
d) de laGonstitüción.Alega el recurrenteque lainforma-'
ción publicada en la. revista «Cambio 16)) bajo el título «El
prepucio del Marqués» trata de poner en conocimiento de
los lectores hechós:de interés en relación con la presen­
tación de un)ibró,'a la que .fueron invitados todos los
medios de comun'icación, ofreciéndose puntual yde~alla-

, da información sobre.el particular.Todo ello se.hace con
un reportajeque.oéupaun· extensión minima y en el que

. -no"sehaéeotra'c::osa'que,:relatar algo dicho'por uno de
losálitores d~UibtO'qli~se'presentábay qúe;aden'\éis; apa­
rece:recógido'ell ét:,y~.;;, lE, S :"~fU:::;; ,.,::.~'):r!"::·;>.-;,;"',:¡:',

;'''-''Seáfirma,segdidaltlenteo que el artJ7,'de'la-leY"O~gá­
.,nica111982¡eSjjécífica"que"tendrá' la'consideraci6n-· de
<introJtliSión·ilegftirmi.>cda'divulgación Jde.· expresiones" o
cheéhos'conéernientes 'auna persona cuando la difame-o,



BOE núm. 192. Suplemento Jueves 12 agosto 1993 33

la haga desmerecer en la consideración ajena». siendo cIa­
ra que el periodista autor del reportaje actúa en el legítimo
derecho a informar consagrado en el arto 20 C.E.. si bien
condicionado a que la información sea veraz; por ello. aun­
que eJ derecho al honor se configure como un derecho
fundamental. cuando tal derecho resulte afectado por el
ejercicio de las libertéldes de opinión e información. pro­
duciéndose un conflicto entre ambos derechos. no siem­
pre ha de prevalecer el reconocido en el arto 18 C.E. En
todo caso -continúa el recurrente- la intromisión ilegíti~

ma a que se refiere el arto 7.7 de la Ley Orgánica 1/1982
supone el dolo o la culpa del actor. lo que no sucede en
el presente supuesto. pues no se ha hecho otra cosa que
dar cuenta de lo afirmado por uno de los autores del libro;
afirmación que. además. se corresponde con el contenido
de éste.

Entiende el demandélnte que en casos como el presen­
te quizás pueda ser aplicable la doctrina del Tribunal
Supremo de los Estados Unidos de América sobre el deno­
minado «reportaje neutral». Según dicha doctrina. no hay
difamación cuando alguien -no~malmente un medio de
comunicación- se limita a reproducir fielmente lo dicho
por otro y lo hace sin añadir información de hecho de ori­
gen propio que distorsione lo que se cita.

Señala el recurrente que a raíz de la Sentencia dictada
por aquel Tribunal en el caso New York Times contra Sullí­
van. se cambió radicalmente el criterio jurisprudencial que
inicialmente atribuía el riesgo al demandado en un doble
sentido: respondía si la inforn'lación difamatoria no era ver­
dadera y asumía la carga de la prueba de su verdad. por
laque al demandante le bastaba con probar el carácter

. difamatorio de lo dicho o escrito. ((El Tribunal Supremo-se
.dice a continuación en la demanda- entiénde que la pro­
. tección constitucional de la libertad de expresión no
depende de la verdad. popularidad o utilidad de las ideas
y creEmcias. añadiendo que incluso un cierto grado de abu­
so es inseparable d~1 uso adecuado 'de cualquier cosa.
.recurriéndose a veces a la exageración o a la difamación
de horn~res'públicos e incluso,a la formulación de enun­
ciados falsos. Dicha histórica resolución concluía estable­

1,ciendo que las garantías constitucionalés exigen una nor­
f mafederal que prohíba a un servidor público accionar por
~. daños causados por una difamación falsa relativa a su com­opol1amiento oficial. a menos que se pruebe con claridad
~',.convincénteque .elen.unciadose,hizo. cOn malicia real. esi decir. con conocimiento de que era falso o con indiferente
',;' consideración'de si era o no falso; extremos éstos que no
{ .concurren en el caso que nos ocupa. puesto que (...) la fuen­
" te estaba .confirmada y había sido puesta de manifiesto
~'." en un acto público. ante los medios'de comunicacióh con­
~vocados.todo elloconindependencia de que en momento
alalgunoha quedado acreditada esa expresa malicia (..• )>>.

:ft,. 4. Por providencia. de 17 de. septiembre de 1990.
te la Sección Cuarta de 'este Tribunal acordó requerir a la
. representación procesaf del demandante. ex arto 50.5

LOTe. para que.' en el plazo de diez días. aportara copia
de la Sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instan­

•'danÚi'n,'9 de Madrid en los autos núm; 963/85 y de la
{recaída en 'el rollo de apelación núm. 129/86 de la Sala

l';'Segunda de la Audiencia Territorial de'esa Capital. La
j i::Iocumentación interesada se' presentó en el Juzgado de
1¡·:.~Guél.Í'dia~12~éoctu~rede 19~2yse r~gistróenel Tribunal
'. ~I dla 3 slgulente~ ,. . ....., ',' .. '. , ,.'.', .
>~.u.:,~,:~~:;:,:l~·,;;·:, ... ,,:.:,~:; __::,;:, ,. " _ ''':','::~S,,:: ..":".",.":" .. ;.:, :~'--",.::.-~ <~-" >:.
"::i,,¡,;)5.~;::.Mediante.providencia;~dei2~ de enero. de 1991.
da,Sección_Cuarta acordó admitir;a trámite la demanda de
-amparQYdi'rigi" comunicacióllala.Sala fJi'imerél del.Tri­
L·bunal,~Suprem()1 a,la Sala Segundad~J Tl"i~ullal Sup~rior

I ,~~;JlJstici.ade Ml:!~rid. yal)J\JzgadO;J:t~;f~ri!T'er,~ l.nst;:u,!cia C'.

¿OUrn(a,d&:,e~capltal'lntel"e$afJdQla remJslón.respectlva­
'. ~nte...d&las a~uacionescorrespondientesal recurso de
f'..as,a·c;.óil,Ú:.nlm':;ll;3.a 5t88i;¡al,?roIlQLd~ ~.apelación .

núm. 129/86 Ya los autos incidentales núm, 963/85; asi­
mismo se acordó la práctica de los pertinentes emplaza­
mientos.

6. Por Auto. de 11 de marzo de 1991.la Sala Segun­
da acordó denegar la suspensión de las Sentencias impug~

nadas.

7. Mediante providencia. de 4 de julio de 1991. la
Sección Cuarta acordó incorporar a las actuaciones el
escrito de personación presentado por el Procurador don
Víctor Requejo Calvo en nombre de don Diego Martínez
Herrera y requerir al citado Procurador para que acreditara.
en el plato de diez días. la representación que decía osten­
tar. aportando poder notarial 91 efecto. El poder interesado .
se presentó en el Juzgado de Guardia el 19 de julio de
1991 y se registró en este Tribunal el día 22 siguiente.

~. Mediante providencia. de 19 de septiembre de
1991. la Sección Cuarta acordó tener por personado y par­
te en el presente procedimiento al Procurador don Víctor
Requejo Calvo. en nombre yrepresentación de don Diego
Martínez Herrera. acusar recibo de las actuaciones remi­
tidas por el Tribunal Supremo. el Tribunal Superior de Jus­
ticia de Madrid y el Juzgado de Primera Instancia núm. 9
de Madrid. así como dar vista de las mismas a las partes
personadas y al Ministerio Fiscal por un plazo común de
veinte días para que presentaran las alegaciones que esti­
masen pertinentes. con~ormedetermina el arto 52.1 LOTC.

9. La. representación procesal delrecu'rrente pre­
sentó su escrito de alegaciones en el Juzgado de Guardia
el 18 de octubre de1991 y se registró en este Tribunal
el día 21 siguiente. En élse insisteeri la idea de que las
Sentencias recurridas han conculcado el derecho a la
libertad de información. toda vez que el recurrente no
ha tenido ninguna participación en la edición del libro
«Las malas compañías)). limitándose a informar veraz­
mente sobre lo acontecido durante el acto de su presen-
tación pública. .

En consecuencia. se interesa la estimación de ,la
demanda de amparo.,.' "

~ . , .
10. El escrito de alegaciones de la represenación pro­

cesal de don Diego Martínez Herrera se registró en este
Tribunal. el 16 'de octubre .de 1991. Tras señalar que la
demanda de ám'páró se fundamentá ~n la supuesta infrae­
ción del arto 20.1 a)y d) de la Constitución. se afirma que
el recurrente ólvida que el derecho a .la Iit;>ertad de expre­
sión tiene ,su límite en el art. 20.04 C.E. y.especialmente.
en el derecho al honor. a la intimidad y él la propia imagen.
Planteado un conflicto entre ambos derechos constitucio­
nales. alega la parte recurridáque ha de estarse a la doé:­
trina sentada por este Tribunal Constitucional.y reco~ida
en la propia Sentencia del Tribunal Supremo ql,leahora
se impugna. resultando así que la información no versaba
sobre hechos de interés general con transcendencia públi­
ca. por lo qué el derecho reconocido 'en el arto 20.1 C.E.
no puede prevalecer ~obr~ ell"econocido en el arto 18 C.E.
De ótro lado;es irrelevante:fa inexistencia de dolo oculpa.
pues el arto 7 de la Ley OrgániCa 1/1982 no exige su Cdn­
currencia. y tampoco. p.odría, aplicarse la .doctrina .del Tri­
bunal Supremo. de los Estados Unidos Invocada por,el
demandante. pues:elcitad() art.}: atribuye entidad juríd.iCa
propia a la' sola'diyulgaciQn por lo que supone de.coope-.
ración ycolaborációl,lénla mayotdifusiónde Jos hechos
o expresiones"referidos.:~, .. ; . .:,":, " '... ,,~, ~:: ,:.' .
,.c.:' En con~écue"'léi~'se. soliCi¡a,íá.aer)égaci~ñdefampai.Q
pretendido, y'se interesa Ja;~je~uC?¡ól)deJa¡cS~méncia,Qe'.
la Audiencia Tel"~itorJaLet~Ma9r;id.,~I'\.tenct¡eodoqueJeinto .
con este recurso COlTl9COn lo~ qu~l~liaOPl"eé~dido~~Jó

s~ ha intentado i{Tlp'edirell"~l?ar,~íWiJ;)}:\J9.d~t~gra,,¿qpad~
. cldo por,el.Sr. JVI,ªr:tin~:z.;tJerrera.: f;;j-¡( ';<:.J<~i''''ú~,;.,¡¡,';" ¿n'¡-E~;
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11. El Ministerio Fiscal presentó sus alegaciones el
18 de octubre de 1991. Tras referirse a los antecedentes
del recurso y a los términos en los que se articula la deman­
da de amparo, señala el Ministerio Fiscal que aunque la
demanda invoca exclusivamente el arto 20.1 e.E., hay que
entender igualmente alegado el arto 18.1, ya que los dere­
chos consagrados en éste sirven de límite a las libertades
de aquél, tal y como dispone el propio arto 20 e.E. en su
núm.4. Ello es importante, alega el Ministerio Público,
dado que un análisis pormenorizado de las resoluciones
recurridas exige el estudio separado de los derechos que
se dicen vulnerados, pues la Constitución, aunque su tenor
literal se refiera en singular al derecho al honor, a la inti­
midad personal y familiar y a la propia imagen, no está
consagrando en realidad unccderecho tricéfalo», sino tres
derechos que, aunque puedan aparecer interconexiona­
dos en ocasiones, poseen un ámbito propio y específico,
como se deduce de la ya abundante jurisprudencia de este
Tribunal en la materia.

Así, el derecho a la propia imagen hace referencia
exclusiva a la captación o reproducción de la imagen física
de una persona, y difícilmente puede imputarse al ahora
recurrente una intromisión ilegítima en tal derecho, pues
la publicación por él dirigida no contenía fotografía alguna
del presunto lesionado.

En cuanto a los derechos al honor y a la intimidad per­
sonal, se hace necesario -continúa el Ministerio Fiscal­
un estudio más detallado del texto que motivó la condena,
pudiendo distinguirse en él tres partes bien diferenciadas:

a) La referencia al acto de presentación del libro «Las
malas compañías».

. b). El relato, que da título al artículo periodístico, de
los cuidados que el Sr. Martínez Herrera prodigaba al Mar­
qués de Urquijo debido a la enfermedad padecida por éste.
. .c) La afirmación de que tal relato deberá ser tenido

en cuenta por los Jueces a la hora de buscar móviles para
el asesinato..

. Respecto de lo primero, señala el Ministerio Público
que el hecho de dar la noticia de la presenación de un libro
no 'supone asumir la totalidad de su contenido. Se trata
de un dato objetivo que responde a la realidad y posee
interés público. Nos encontramos, pues, en el marco de
la libertad de información.'no existiendo, además. colisión
alguna con otros derechos, pues ni el honor ni la intimidad
de nadie se ven afectados por tal noticia.

, En segundo término, la enfermedad que padecía el
. Marqués y la atención que pudiera prestarle al respecto

s.u administrador son capítulo aparte. El Tribunal Supremo
ha entendido -y en.ello coincide el Ministerio Fiscal- que
~e trata de hechos carentes de interés general y transcen­
dencia pública -con lo que falta uno de los requisitos que
debe 'reunir toda información que pretenda protección
constitucional- y, de otro lado. la veracidad no juega en
el ámbito del derecho a la intimidad, en el que se parte
de la base de que lo ilegítimamente desvelado se atiene
a la realidad (STe 172/1990, fundamento jurídico 3.°).
Ahora bien. tales requisitos de relevancia pública y vera-

I
,.ci.dad sólo son exigibles cua.ndo ,la, libertad de información

¿ pugna con otros derechos fundamentales. lo que. a juicio
del Ministerio Fiscal. no sucede en ~I caso analizado. Y ello
porque .Ios' cuidados médicos ,que el. actor civil pudiera

, prestar asuprincipal no pueden reputarse deshonrosos.
. Entiende~enefecto. el MinisterioPúblicó que no difaman
llLhacerl'desmerecereri.la Co'risideración,ajena; ysi'son

,';,susceptibJes~e~afeetar·aJa·intiJl:lidadde,aJguiens~rfaa.
,:,Iij 'dafá:persQ"aque.sufría Ja enfermedad..cuyaprivacidad "
,podríavers'~,alt~da:por.lad,fí)siónde uri,hecho'desagra­
¿~able~p¡iriUiel~misRi9;:Y:'qúé';p()drJa.preferir'.que no·fuera"

,~;:Cfado~á:i>úblict(conó'~miento::'~eroel'enfermo falleció' y ,
\>~rq·ú~'.se~sienté'.pe'i'júd.ic$dófY,:ejercita·:la·ayción'civil.no',

'padecía. enfermedad~alguna:Crii "debecrépu'tarsé 'titular:de '.

un interés que -de existir- sería ajeno. Ni el honor ni la
intimidad del Sr. Martínez Herrera pueden, pues, conside­
rarse afectados.

En lo que al inciso final de la información enjuiciada
se refiere, señala el Ministerio Fiscal que si nos encontrá­
ramos ante una imputación formal de una posible autoría
de asesinato el tema podría revestir gravedad. Pero se trata
más bien de un comentario escrito en tono jocoso, habida
cuenta de lo disparatado de la relación de causalidad que
se insinúa, por lo que tampoco entiende el Ministerio Fiscal
que se haya infringido el arto 18.1 e.E.

Hechas estas consideraciones, y tras aludir al papel
que este Tribunal debe desempeñar en supuestos como
el presente -sintetizado en la STe 171/1990, fundamen­
to jurídico 4.°_ alega el Ministerio Fiscal que la concepción
que de los bienes jurídicos protegidos en el arto 18.1 e.E.
se deduce de la Sentencia del Tribunal Supremo impug­
nada no se compadece con su contenido constitucional
esencial; ello sería por sí solo suficiente para la concesión
del amparo, pero. además, la estimación de la demanda
se justifica adicionalmente si se tiene en cuenta que frente
a los hipotéticos derechos del actor civil se alzan las liber­
tades del arto 20.1 e.E., legítimamente ejercitadas por el
ahora recurrente.

En consecuencia, el Ministerio Fiscal interesa la con­
cesión del amparo, cuyo alcance no ha de ser otro que
el reconocimiento de los derechos constitucionales del
recurrente y la consiguiente declaración de nulidad de las
Sentencias impugnadas.

12. Por providencia de 8 de julio de 1993 se señaló
el día 12 del mismo mes y año para deliberación y votación
de la presente Sentencia, quedando conclusa con esta
fecha.

11. Fundamentos jurídicos

1. El objeto de la demanda d~ amparo es la supuesta
vulneración por las resoluciones judiciales impugnadas de
los derechos' fundamentales garantizados en los aparta­
dos a) y d) del arto 20. 1 e.E.• toda. vez que. a juicio del
demandante. los órganos judiciales han ponderado
incorrectameote la colisión producida entre aquellos dere­
chosy los reconocidos en el arto 18.1 e.E. Se plantea así,
una vez más. una controversia sobre la delimitación -es­
tablecida en el arto 20.4 e:E.- entre las libertades de expre­
sión y de informacióny los derechos al honor,alá intimi­
dad y a la propia imagen. No obstante. son necesarias algu­
nas precisiones tanto en lo que respecta a la identificación
de las resoluciones que se impugnan como a los concretos
derechos fundamentales,en presencia a que ha de ceñirse
nuestro juicio·constitucional.

Aunque la demanda se dirige formal y exclusivamente
contra las Sentencias dictadas por la Audiencia Territorial
de Madrid y por.el Tribunal Supremo. ha de entenderse
igualmente dirigida contra la emitida por el Juzgado de
Primera Instancia. pues cuando se impugna en amparo
una resolución judicial confirmatoria de ptrasque han,sido
lógica y cr'onológicamente presupuesto de aquélla,han de
darse por recurridas también lasprecedentes resoluciones
confirmadas aunque las mismas no lo hayan sido de,forma
expresa (asr.,SSTC .182/1990, 1-97/1990.79/1991.
179/1991.6/1992.193/1992. entre las másreciel'ltes).

El contenido (,jel·artículo periodístico enjuiciado. en el
que-segúnse l1áexpÚesto enlosantecedentes---"~daba
cuenta de lapresentación públicade unlibroyde las decla­

,. raciones vertidaspÓr:unode,sus, autores: acercá:de: un
,pasaje delmismÓ,~riel,que,se afirma 'que el Sr:Martínez
Herrera 'prodigab'ctdeterrninadoscuidados higié,nico:,sa,,¡...

-tarios:a~MarqtJés:'de_l1rquij().J::oncluyenddconuncamen-:
.tario·sobré]aipertinencia~deque loS'Jueces toi'naran;nota
, de,todóelloa-Ios'efectos'de'determinar posibles: r'nóviles~

"
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del asesinato de éste y de su esposa, ha de situarse en
el ámbito de la protección constitucional de los dos apar­
tados mencionados del arto 20.1 e.E., dado que el núcleo
del artículo viene constituido por la información sobre un
hecho: las declaraciones del coautor del libro; pero, al tiem­
po, se apostilla esa información con un comentario expre­
sivode una opinión: la de que lo informado debe ser tenido
en cuenta en las investigaciones judiciales.
. Ciertamente. el diferente peso específico de ambos
componentes del artículo periodístico, el meramente infor­
mativo y el de opinión. así como el condicionamiento del
segundo respecto del primero -en tanto que la opiniór.t
no es sino un juicio de valor deducido de lo informado­
sitúan el centro de gravedad en el derecho a la libertad
de información. de manera que ha de examinarse prime­
ramente si el artículo en cuestión puede ampararse en el
arto 20.1 d) e.E.. para. sólo después, verificar si la opinión
expresada encuentra acomodo en la garantía del 20.1 a).
lo que únicamente será posible si se demuestra fundada
en una información legítimamente obtenida y divulgada.
En todo caso. son éstos los derechos que al recurrente le
cabía invocar y no. además. como sostiene el Ministerio
Fiscal. el derecho al honor garantizado en el arto 18.1 e.E.•
cuya relevancia aquí no puede referirse a una vulneración
autónoma del mismo. que en modo alguno puede enten­
derse producida respecto del demandante de amparo.
sino más bien en tanto límite al ejercicio constitucional­
mente I~gítimo de los derechos de libertad consagrados
en el arto 20 e.E.

2.' Presupuesto inexcusable para que el ejercicio de
las libertades a que se refiere el arto 20.1 a) y d) de la Cons­
titución no pueda gozar de la protección constitucional y
operen. en consecuencia. los efectos limitativos abstrac­
tamente enunciados en el arto 20.4 C.E.• es que se haya
producido una intromisión en el ámbito de esos derechos
y. además y .de manera yuxtapuesta e inescindible. que
esa intromisión resulte ilegítima. En el presente caso. el
Ministerio Fiscal discute lo primero. esto es. la intromisión
misma. y. por tanto. entiende que. faltando ese presupues­
to. no puede calificarse de ilegítimo el uso que el deman­
dante de amparo ha hecho de sus libertades ex arto 20.1
C.E. A su juicio. es manifiesto.que en la primera de las tres
partes en las que puede descomponerse el artículo perio­
dístico (referencia al acto de presentaciÓn pública de un
libro) no hay otra cosa que la mera noticia de un dato obje­
tivo y de interés público con la que. en modo alguno. se
han visto afectados los derechos del actor civil al honor•.
a la intimidad y a la propia imagen. Así es. en efecto -y
nada de esto discute la parte recurrida en su escrito de.
alegaciones-. puesto que. en ese punto. la información
.satisface todas las exigencias' de veracidad y relevancia
pública a las que ha de someterse toda información que
pretenda para sÍoel amparo del arto 20.1 C.E.. no producién­
dose con ella. además. intromisión alguna en los derechos
del demandante civil. Cosa bien distinta sucede. sin embar­
go. con el contenido de la información; a juicio del Minis-

. terio Fiscal. los cuidados médicos que el actor civil pudiera
prodigar al Sr. Marqués de Urquijo no pueden calificarse
de deshonrosos. pues ni le difaman ni le hacen desmerecer

'

.eh la consideración ajena. y. de afectar a algún derecho
fundamental. éste sería exclusivamente el derecho a la int.i­

. rnidad del difunto Marqués.de Urquijo.· , .' .' ,
Pero este razonamiento no puede ser aceptado. Y no

. puede serlo porque. co~o bien se señala en las Sentencias
que ahora se impugnan. no cabe admitir que la informa­
ción referida no fuera difamante para el actor civil o no
le hiciera desmerecer eh la consideración ajena~Es eviden­

-te que la información habría afectado a la intimidad del
Marqués de Urquijo «porque, en'modo alguno' puedeexi-­

·girse a nadié.que soporte pasivamente la difusión perio­
'dística de datos. reales o supuestos; de su vida privada que
~,~-.',"-.,-'. ' ......~. :-,-,?;,,,~~,>,,: >;. , ...._.~.:- .. ".:- ~- ~.,·.c: :>.. ;~. ,.','; ..__

afecten a su reputación. según el sentir común. y que sean
triviales o indiferentes para el interés público»
(STe 20/1992) y es obvio que padecer una enfermedad
como la descrita en el artículo periodístico es un hecho
que. además de irrelevante. afecta de manera directa al
ámbito irreductible de la intimidad.

Ahora bien. la noticia no sólo daba cuenta de un dato
tan indiscutiblemente íntimo como es el padecimiento de
una concreta enfermedad. sino también de los cuidados
que para su alivio y tratamiento le procuraba al Marqués
de Urquijo su administrador. el Sr. Martínez Herrera. de
manera que si. por un lado. la divulgación de la enferme­
dad perjudicaba a la intimidad del primero. la noticia de
las atenciones dispensada.s por el segundo lesionaba.
indiscutiblemente. su honor y reputación social en tanto
expresiva de una actitud considerada como servil y des­
honrosa. impropia de los cometidos de su profesión espe­
cífica de administrador. sometido a una relación de depen­
dencia laboral con la persona objeto de aquellos cuidados.

En definitiva. la información divulgada ha lesionado el
derecho al honor del actor civil. pues con ella se ha hecho
público que éste ejercía unas tareas de atención sanitaria
impropias de su verdadera cometido profesional; tareas
que -naturales y encomiables en un profesional de la sani­
dad o en quien está vinculado ala persona atendida por
lazos familiares o de afecto- se reputan comúnmente de
serviles y. escabrosas cuando se atribuyen a quien cabe
pensar que las realiza llevado por la necesidad de satis­
facer a toda costa a la persooa de la que depende. Prueba
de que ésa era la significación atribuida por la información
de la revista a los cuidados prodigados por el administra­
dor Sr. Martínez Herrera. la constituye. por lo demás. el
hecho de que el artículo periodístico concluyese insinuan­
do que el dato revelado es del suficiente calado y gravedad
como· para identificar en él un posible móvil del crimen
de los Marqueses de· Urquijo. Esta. insinuación sólo se
entiende. como es natural, si se parte de la premisa de que
los cuidados descritos eran deshonrosos y humillantes.
hasta el punto de ser capaces de generar en quien los prac­
tica un. odio y rencor suficientes para justificar un asesi­
nato.;"'"

3. Apreciada una intromisión en el derecho al honor
del Sr. Martínez Herrera. procede examinar si tal intromi­
sión ha de ser calificada como legítima. Nada alega sobre
el particular el Ministerio Fiscal. quién ha entendido. según
se ha dicho. que no se hªbía producido intromisión alguna.
El Sr.Martínez Herrera. parte demandadaen.este proceso
de amparo. sostiene que la información enjuiciada no está
prote.gida por el aFt 20.1 C.E.• pues los hechos divulgados
carecían de. toda relevancia pública. El demándante"de
amparo. a su vez. fundamenta su pretensión estimatoria
en dos consideraciones: el hecho cierto de que el coautor
del libro «Las malas compañías» hizo público el dato. luego
divulgado en la revista «Cambio 16». y que el artículo perio­
dísticose ha limitado a dar fiel y exacta cuenta de lo acae­
cido durante la presentación del citado libro. consideráll­
do. además. de aplicación a casos como el presente la doc­
trina sentada en la materia por el Tribunal Supremo de los
Estados Unidos de América. citando la doctrina del dene;
minado «repo':taje neutral»,sentada por el Tribunal Supre-
mo de los Estados l!nidos a partir de la Sentencia dictada
en el caso Newyork TimescontraSullivan~.. • . ;c-.' -,.'

.~:,'i;Ha'de:co'incidirse,co·n·élrecUrrenté:eritlUe~C9ii~~U
. demanda seplao~eaantee.steTribunal una cuestión noye- ....
dosa que pre~isa.de;,ciertasCOnsideraciones específi~as.

f a saber. cómo ha de ponderarseuna il1forrnación.en aqUEl- .
lIos:CasoS·.eo~qU~JJn.medio'de.. comunicacióQse l.irnita a
:.dar;.cuentadedeclarac.ione~LQ.,afirrnáciooes,:d~;terceros

~ que~ resultan:.serjaten:tatoria~~contJ:a...'.Io.s:c!.ere~ho~tajll
cart..18;;1jC.E~Ante. supues~os de esta .naturaleza~s~.hac.en...
·;--oecesarias.;.cjel1as .mqdulac¡(mes,enJa;aPJi~ac.ióniode !Qs '.'

'. - ~~'..... .~. '.~,>.. ~'- ;~~"::;.-,:" :;" ,,' :-.:-_...j ...... ~:-~ ...,.~
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cánones generalmente observados para resolver la coli­
sión entre los derechos garantizados en los arts. 18 Y 20
C.E.• aunque tales modulaciones no afectan en absoluto
al requisito de la relevancia pública. sino que se agotan
en el contenido y alcance de la existencia de veracidad.

Nadie discute que el autor del libro. Sr. Giménez Arnau.
había declarado. efectivamente. lo que. sin más apostilla
que la sugerencia final ya señalada. se recogió en la noticia
publicada por ((Cambio 16». En este sentido la noticia era
veraz y. en principio' y por lo que ahora importa. es irre­
levante la veracidad misma de lo manifestado por el Sr.
Giménez Arnau. cuestión ésta que sólo sería de interés si,.
constatada la relevancia pública de la información. hubiera
de examinarse la veracidad de lo difundido. aunque ello
no ya para exigir responsabilidad al medio. sino -en su
caso- a quien afirma o revela lo que éste divulga. Quiere
decirse con ello que. en supuestos como el presente. el
requisito de la veracidad opera respecto de dos hechos
distintos -yen dos formas también distintas- y lo hace.
además. en dos momentos sucesivos y frente a dos sujetos
diversos: por un lado. y en primer lugar. respecto de la
declaración atribuida por la revista a una persona; de otro
lado. y en segundo término. respecto de lo por ésta decla­
rado. correspondiendo en cadacaso laposible responsa­
bilidad en la que se incurra. respectivamente. al medio y
al tercero. No obstante. la diversidad de hechos (declara­
ción. por un lado. y contenido de la declaración. por otro)
encuentra un punto de conexión en el requisito de la rele­
vancia pública y un nuevo punto de divergencia en el tipo
de veracidad exigible en cada caso.

El medio de comunicación ha de acreditar la veracidad
del hecho de que determinada personaha realizado deter­
minadas manifestaciones. no bastando simplemente la
observancia de un mínimo de diligencia en la contrasta­
ción de la noticia,·como sucede•. en general, cuando se
informa sobre hechos o circunstancias de imposible cons­
tataci6n indiscutida; es exigible. además, una perfecta ade­
cuaci6n con la realidad, esto es; con el hecho mismo de
la declaraci6n: El tercero a quien se imputa la declaración
ha de observar. por su parte; las exigencias comunes del
requisito de la veracidad. es decir. un rl1ínimo cuidado y
diligencia en la averiguaci6n de la verdad y de contrasta~
ción respecto a lo afirmado en la misma: Pero a ambos
les es exigible por igual que lo por ellos difundido seapúbli­
camente relevante: Si así acontece. la responsabilidad del
medio s610 surgirá si resulta no ser cierto que er tercero
ha declarado lo que se le atribuye. y,la de éste vendráúni­
camente condicionada por la' mayor o menor diligencia
observada en la averiguación de la verdad y contrastación
de la noticia. ."',. . . .
'.' En definitiva; cualldounmedio de comunicación
divulga declaraciones de un·:térceroque suponen, una
'intromisión en los derechos reconocidos por el arto 18.1
e.E,. tal divulgación Sólo puede disfrutaide la'cobertura
dispensada por el art;:20,'1 C.E:si, por un lado. se acredita
la veracidad -entendida como verdadobjetiva:- del
hecho dé las declaraciones dél tercero. y. por otro; estas
declaraciones (cuya veracidad. entendida como diligen-

.cia en la averiguación dé la 'verdad. sólo es exigible a
l {quien declara lo divulgado) se refieren a hechos o cir­
rtunstancias derelevancia·publica. Por, tanto, supuestos
I como el ahora planteadonópresentall'; a· efectos de la
p~nderaci6nde ~os:derechoSifundamentalesenprésen­

,'(na;'ot~a·singularidadque larelativa' al ámbitoen·el que
'Sedesehvuelv~ferrequisitode.laveracidadyalcontenido
,:y;afcance'propios::de' ésta: ra:'veracidadque·debe.ácre­
"'d.itars&serefere'Ónicamerite·:a1;he.éhd de 'la declaraci6n
~noa-'IC¡,declaÍ'ad~y'ha;.de;ser!en.todo:caso'sin6nima

~:;de~~,~~er~~~J:)jéti'llad~~eS1es'obviO'qi.ielás,~ificultades
e"{nsltas :~¡:'acfuellos'casos;en,qüe;un~ medio,'de,comunica­
$ci6n¡nf9rma~obreheehtiIH:uy'a.veracidadestri.ctaes por
Ho 'común;;pun:toIÜl'h:~nost,qiJedmpOsibl&iÚ\O~concurren

:',: _,.:._,_.,".,' ....._..~.:.: •. : ~","<"'j>';;"."" -¡',>.' '<_.·· ..,·-.~.··.· ... ,!:..,.¡._T..l .•. , ....._·c;..~ .:..: ....• ~.! .... ,;.: ..

cuando el medio de comunicación se limita a dar cuenta
de algo que suele ser tan fácilmente constatable como
es el hecho de que alguien haya dicho lo que el medio
se limita. sin más. a difundir.

4. En el presente caso. el hecho de las declaraciones
del Sr. Giménez Arnau con ocasión de la presentación de
su libro era veraz y. en consecuencia. la posible ¡nveraci­
dad del contenido de sus declaraciones no afecta para
nada al medio de comunicación. sólo responsable de la
verdad de aquel hecho. En todo caso.'sin embargo. era
necesario que el contenido de las declaraciones divulgadQ
por la revista fuera púolical]1!'lnte relevante y en este punto
la información enjuiciada no cumple la segunda de las exi­
gencias reiteradamente démanda por nuestra doctrina.
pues es manifiesto que -como se destaca en la Sentencia
del Tribunal Supremo que ahora se impugna"": ninguna
transcendencia pública cabe atribuir a la información. des­
honrosa. divulgada.

La presentación pública del libro ceLas malas compa­
ñías». como la de cualquier producto editorial. era. desde
luego. un hecho de interés social y relevancia pública.
cuestión ésta que ni aquí se discute niha sido objeto de
controversia en el proceso civil precedente. Tampoco
cabe negar interés público a cuantos hechos novedosos
puedan ir descubriéndose. por las más diversas vías. en
el curso de las investigaciones dirigidas al esclarecimien­
to de la autoría. causas y circunstancias de un hecho
delictivo. como el asesinato de los Marqueses de Urquijo.
que ha causado un impacto considerable en la opinión
pública. Ahora bien. esto no significa. en modo algUno.
que la intimidad. el honor y la propia imagen de cuantos
han tenido alguna relación -del tipo que fuere- con las
víctimas del crimen puedan ser sacrificadas. sinmás. por
obra de aquella relevancia. Semejante sacrificio sólo
puede exigirse cuando así lo demande el esclarecimiento
del hecho delictivo. el cual impregna de'su propia rele­
vancia pública a todo aquello que. de algún moda. pueda
servir a los fines de la identificación y persecuci6n de los
autores del delito. .

Dicho esto. la divulgación de una noticia como la difun­
dida porceCambi(16» no puede participar, sin embargo.
de la relevancia pública de que innegablemente disfruta
el hecho del crimen y; por simpatía. cuantos hechos y cir­
cunstanciaspuedanayudar a desentrañarlos enigmas que
aún le rodean. El Sr. Martínez Herrera\jiene inevitablemen­
te obligado; por su condición de subordinado y allegado
a los MarqueseS de Urquijo. a soportar informaciones y
noticias que. de no concurrir una circunstancia tanespe­
cialísima como es la.incertidumbre aún reinante acerca de
la autoría y los m6viles del tan repetido asesinato,nadie
podría exigirle. Ello supone que. en aras del interés público

.en elesclareeimiento de los hechos. su intimidad, honor
y propia imagen pueden verse ocasionalmente afectados.
pero sólo cuando de ello puedan derivarse datos de interés
para aquel fin superior; fin al que nada sirve la divulgaci6n
de los cuidados sanitarios que en part.es tan íntimas pudie­
ra prodigar' al" Marqués de Urquijo. Construir 'hip6tesis
inculpatorias tan graVes como las que se contiene!) en el'
artículo enjuiciado no puede hacerse a la ligera nipreten­
diendo hacer objeto de broma cuestiones tan delicadas,
como los móviles de un crimen o los términos de una rela­
ción entre dos personas, y menos con fundamento en el.

.solo hecho de que un tercero' haya podido emitirir'lsinua-
,cionesqueJlpl-lntan anesa dirección.), .' ,. '_o, -";,.:,

[tCieriáménté"el ifIedíode comunlcaCi6n'se h~nirnita­
:do.a,dar-cuenta de las'declaraciones del ,Sr; Giménez
-'~rnalJY;d~~1I0,hare$pondido' éste.:ante, I(>sTribunales;

•i~per~; ~~I~m.arg~~d~;q9.I1,:la:?:v~ladéls. il1~iJl~as~().'1#sj,Dcul:­
·-:p~tor,la~~9Qt~Jlldas.,en elart!culo penodlstico:sonJl:uto

cJ~ :una ap.c>stHla :q~Jil)f()pia;revist~ y RO, roe,r~:r~pl'o,dpe­
.'?cl~m: de:10,:declaraéJo'po['~t,Sr;>G,lrnéne~'.A:r!la.ui,[lo ,~s

,.... _ " .>,,_, :~ ">., '" •• ,) .. _.... 'e', ~~~":~:.~.,'-' ,_ .,~.:::,._~.¡J-:,~t"T.,..,'-.•~,... i .. ·1;,. _;,o .. ~\~\::
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20974 Sala Primera. Sentencia 233/1993, de 12
de ju lio de 1993. Recurso de ampa­
ro 2.515/1990. Contra Auto de la Audiencia
Provincial de Madrid, confirmando Autos dic­
tados por el Juzgado de Menores núm. 1 de
Madrid que acordaron el internamiento provi­
sional del menor recurrente en amparo.
Supuesta vulneración del derecho a la libertad:
internamiento cautelar de menores.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Presi­
dente. don Fernando García-Mon y González-Regueral.
don Carlos de la Vega Benayas. don Vicente Gimeno Sen­
dra. don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro Cruz
VillaIón. Magistrados, ha pronuriciado

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.515/90, interpuesto
por la Procuradora de los Tribunales doña María Jesús
Jaén Jiménez, en nombre y representación del menor
Francisco Javier Aceituno Fernández, asistida del Letrado
don Juan Carlos Ríos Martín, contra el Auto de la Sección
Primera de la Audiencia Provincialde Madrid de 20 de sep­
tiembre de 1990. Ha sido. parte el Ministerio Fiscal y
Ponente el Magistrado'don Rafael de MendizábalAllende;
quien expresa el parecer de la Sala.

-,

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

1. Antecedentes

1. El titular de la guarda y custodia de Francisco
Javier Aceituno Fernández, menor de edad. don Enrique
Martínez Reguera. presentó escrito el 31 de octubre de
1990 'solicitando el nombramiento de Abogado y Pro­
curador de oficio para interponer el recurso de' amparo
de que se hacer mérito en el encabezamiento. que se for­
malizó en su momento y eri cuya demanda se nos cuenta
que en octubre de 1987 Francisco Javier fue confiado
por el Juezde Menores al psicólogo y educador don Enri­
que Martínez Reguera. Por su participación endetermi- .
nados hechos junto a Un 'grupo de delincuentes adultos
fue internado varias veces en centros especiales. contra
el parecer del psicólogo para quien la medída de inter­
namiento no era adecuada y ponía en-peligro la evolu­
ción e. incluso. la vida del niño. Con motivo de las dili­
gencias integradas en el expediente 1.440/83.conse­
cuencia de diversos atestados que habían instruido la
Comisaríade Policía de,Parla yla Guardia'Civil de Griñón
por presuntas infracciones contra la propiedad. el Juez
de Menores número 1 de Madrid dictó Auto el 22 de '
febrero de 1990. acordandoel internamiento provisio­
nal del niño durante un mes en el Centro de Reforma de
Alta Seguridad (RENASCO).lnterpuesto recurso derefor­
ma que no impidió la ejecución de la medida. fue dElses­
timado por otro Auto de 28 de febrero. Finalmente. for-'
malizóla apelación ante la Audiencia Provincial :de
Madrid. también, desestimada' por Auto de 20 de sep..
tiembre. confirmando losdosanteriores.".' :,

El demandante considera que los tres Autos ,vulneran
el derecho garantizado en· el art.:17;1 de'h~Constitución.
alegando al, n3specto.qiJe la medida de in,ternamientopro­
visional, ti~me,su cobertur~ reg~1en ~J1ianormade:1,94$.,
'nuJa' pór'incpnstitúéionalidé:id" sobreveriida.'sin:;queo;>or •
otra'párt,é-7 el Juez para-imponerla- haya ,tbi'nádo,en con-".
sid~!a'ciólllafinalipadeducativa 9protec::to~~ de:e$ta iegis./
laclon.~d~más;,anadeo S,eha vulneradoelart.24~C.E.. por­
que'el Juez- actu6,cpmo:parte aCuSadora,y: p'ermitió qlÍe '

, se lIeva'ra. 'a cabo.' el p'rocedimiento.,sili Ja..presenE~, ~I_ <

F,';LLO

...",

~'.,.' .. >-.:.'

"r:~

"' ., • . Ha decidido·.

../b~riegar~famparo·soliCitado.:",;:".' ,~ , "

i·· ,,·¡~·'PÚbl'(~ué~~;é~~~;Sente~~i~e~.'el;(:B~I~tin"ÓticiaI del,
•. :Estado»,·5';)t·--:;~jih'jc;!;-<~·i ;>::' ::';': :':',,·.I·~;;.:ij.--:~{,;!f' :,'. '-,,:; : ::>:' ;-",,:¡{¡ _

~~·~:.·"o-.:y~f~"<"'-;-:·-,~.::~l\:,}; ~)n'/;~.~~,,;t'~ t_;~";;-'->~:~i.!i.:,.:7~:_; ': :',',: ~_:';~:'~'~~'- ~:.~,~ '-'"}' :~~~1'+~";i ~· ..·7'-U

l: 'i¿~t·~D¡;da;·e~:·M~d;íd:ad~ce:~de:juli; d.e'~irnovecient~s, ,
t· >rioventa y_tres;,,;-firmado: Luis López Guerra.-Eugenio Diaz "
~~Eimil;,AJvaro·'- RodriguezBereijo; 'josé _Gabaldórl'-lópez. .
_:Julio~-Diego¡:González-~; Campos"'Y~:;Carl~s?::Viver ,¡Pi-Sun­f:: íYer.4-:-FirmadosY rubricados/;~;.dt#,t*f;-~t;r;.:n 'i: c$',5bl.-;1¡;-;'j,';

.Enatención a todo lo expuesto. el,Tribunal Constitu­
cional. POR LA AUTORIDAD Que LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE!-ANAC,IÓNEsPt\ÑOLA, '.. .

menos cierto que con su publicación «Cambio 16» ha con­
tribuido a dar a la información facilitada por aquél una difu­
sión que ha ampliado expansivamente los efectos de la
intromisión en el honor del Sr. Martínez Herrera. Si se
hubiera demostrado, al menos indiciariamente. que los cui­
dados dispensados por el Sr. Martínez Herrera pudieran
ser uno de los móviles del crimen. entonces el honor de
éste hubiera debido ceder ante la relevancia pública de
semejante dato. En la medida en que ningún indicio existe
que apunte en esa dirección y todo queda reducido a la
sola revelación de un dato que se difunde a los efectos
de la pura chanza, es obvio que ninguna cobertura puéde
dispensarle al demandante el derecho a la libre informa­
ción veraz. Tratándose de la concurrencia del requisito de
la relevancia pública de la información. el medio de comu­
nicación debía observar el mismo cuidado y diligencia que
le es exigible cuando, lejos de reproducir declaraciones de
un tercero, suministra informaciones propias. Y en ambos

, casos, si ~I contenido de la información es, en principio,
lesiva del honor de una persona ha de guardarse de darle
difusión a menos que, de algún modo. evidencie que, por
la conexión de la información con un hecho relevante-co­
nexión que hade hacerse patente-, aquélla puede par~

ticipar del interés social de éste.' .
De otro lado, y ya por último, no concurre tampoco la

especialísirria circunstancia que. en determinados supues­
tos, permitiría la cobertura del arto 20.1 d) C.E. aún cuando
lo revelado poreJ tercero cuyas declaraciones se transcri­

_ bencareciera de relevancia o interés público. No cabe des­
cartar, en efecto. que la notoriedad y relevancia públicas
de la persona que hace la declaración convierta en hecho
noticiable la declaración misma, con independencia de la
irrelevancia objetiva de su contenido. En ese caso, la rele­
vancia dela declaración satisface por sí sola las exigencias

; de,lart. 20.1 d) C.E. y no puede exigírsele al medio de
j,,: comunicación que se abstenga de informar sobre lo dicho
: por 'quien convierte en noticia cuanto afirme o declare.

Para ello es preciso. sin embargo; que el objeto de la infor~
mación fácilitada por el medio sea precisamente el hecho
de ladeclaración~ lo que no ~s el caso en el supuesto ahora
enjuiciado~' pues ni el artículo se centraba en las declara­
cionesdel:Sr. Girnénez Arn~ucon ocasión de la presen­
tación de"su libró "'-sino en el contenido de las mismas-o
ni éste eSlmapersonalidad pública que convierta en rele­
vante cuanto puedadeclaraf.

.: En definitivay por todo lo dicho, los órganos judiciales.
'que' son'también y primatiamenteJueces~de la Constitu-;

; ción y de losderechos fundamentales, han llevado a cabo
una adecuada ponderación constitucional de los derechos
en conflicto al estimar ilegítima la intromisión en'el dere­
chO al honor causad~por la noticia publicada en el medio
decomunicacióh~loque lleva a desestimar el presente
reéursC?deampar~.· . '.


